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Introducción1

La adopción de la Ley de Migraciones 25.871 el 17 de diciembre de 2003 
supuso un importante hito con repercusiones más allá del estado argen-
tino. La Ley de Migraciones fue alabada por organismos2 y expertos inter-
nacionales (Hines 2010) y ha servido en algunos aspectos de modelo para 
leyes adoptadas posteriormente en América Latina (Acosta 2018). Por su-
puesto, algunos autores también han criticado algunos de sus aspectos 
(Domenech 2013). Es sabido que la aprobación de la Ley de Migraciones 
argentina de 2004, la primera de una serie de textos progresistas en la 
región fue en gran medida el resultado de un acuerdo amistoso alcanza-
do ante la CIDH en 2003,3 junto con la voluntad del presidente Kirchner 
de derogar un marco legal adoptado durante el régimen militar (Ceriani 

1 La investigación para este capítulo ha sido posible en parte gracias a la participación en 
el proyecto MARS 101130177, fi nanciado por la Comisión Europea.

2 Véase: Comité contra la Tortura, Conclusiones y recomendaciones a la República Argentina, 
10 de noviembre de 2004, párr. 4 c); Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial, Observaciones fi nales a la República Argentina, 29 de marzo de 2010, párr. 11; Comité 
de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, 
Observaciones fi nales a la República Argentina, 2 de noviembre de 2011, párr. 5 a) y b).; Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observaciones fi nales a la República Argentina, 
14 de diciembre 2011, párr. 5 b); Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Impacto 

del procedimiento de solución amistosa, 18 diciembre 2013, párr. 181.

3 CIDH, Informe No. 85/11, Petición 12.306, Solución Amistosa Juan Carlos de la Torre 

(Argentina), 21 de julio de 2011.
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y Morales 2011: 8; Brumat y Torres 2015). La ley argentina fue seguida 
por nuevas legislaciones en Uruguay (2008), Bolivia (2013), Brasil (2017), 
Ecuador (2017) y Perú (2017), Chile (2021) y Paraguay (2022) en América 
del Sur, así como en Panamá (2008), Costa Rica (2009), México (2011), 
Nicaragua (2011), Guatemala (2016) y El Salvador (2019) en el resto del con-
tinente. Si bien su influencia no es la misma en cada una de estas leyes, 
es indudable que ocupa un papel central en el marco jurídico de la región.

El presente capítulo tiene tres objetivos. En primer lugar, se busca si-
tuar a la ley argentina en el contexto legal internacional, regional, bilateral 
y doméstico. En segundo término, se destacan tres elementos centrales de 
la Ley de Migraciones que han ejercido influencia en otras jurisdicciones, 
en concreto el derecho subjetivo a pedir la regularización, la incorporación 
del criterio de nacionalidad de un Estado MERCOSUR o Asociado para po-
der optar a la residencia, y la inclusión de un derecho a la migración como 
esencial e inalienable. Por último, se presentan algunos desafíos concer-
nientes a la falta de estadísticas, de interpretación conjunta y correcta de 
los varios instrumentos legislativos y de desarrollo jurisprudencial. 

Contexto jurídico internacional, regional, bilateral y doméstico

Para poder abordar la importancia de la Ley de Migraciones 25.871, debe-
mos primero situarla dentro del vasto conjunto de normas que regulan la 
situación jurídica de los no-nacionales en el país. Esto es absolutamente 
crucial porque en muchos casos la Ley de Migraciones no será aplicable, 
o lo será solo tras realizar una lectura conjunta de sus disposiciones y de 
otras normas y siempre que se respete la jerarquía normativa establecida 
por la propia Constitución del país.

En primer lugar, se deben mencionar los tratados internacionales que 
han sido ratificados por el Estado argentino. Como es sabido, en Argentina, 
los tratados internacionales son internalizados en el ordenamiento jurídico 
de cuatro maneras distintas. En un primer grupo, se incluyen tratados que 
tienen jerarquía constitucional, establecida ya en la propia Constitución en 
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su artículo 75(22).4 En un segundo grupo se encuentran otros tratados inter-
nacionales sobre derechos humanos que hayan obtenido jerarquía consti-
tucional de acuerdo al Artículo 75(22) de la Constitución, una vez aprobados 
por el Congreso.5 El tercer grupo está constituido por todos los restantes 
instrumentos internacionales ratificados por Argentina los cuales tienen 
jerarquía superior a la Ley. Por lo tanto, el derecho interno no puede ser in-
vocado para justificar la violación de un tratado.6 Por último, el cuarto grupo 
viene recogido en el Artículo 75(24) de la Constitución y se refiere a los tra-
tados de integración que deleguen competencias y jurisdicción y que tie-
nen jerarquía superior a las leyes. Aquí hemos de mencionar, en especial, 

4 Estos son los siguientes: Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
(1948), Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), Convención Americana so-
bre Derechos Humanos (1969), Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (1966), Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) y su Protocolo 
Facultativo, Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial (1965), Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la mujer (1979), Convención contra la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes (1984) y Convención sobre los derechos del niño (1989).

5 Dentro de los tratados que tienen relevancia para el tema de la movilidad humana han de 
señalarse dos instrumentos que han obtenido jerarquía constitucional: Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad (2007) y Convención Interamericana sobre 
Desaparición forzada de Personas (1994).

6 Entre estos tenemos que mencionar los siguientes, divididos entre universales e intera-
mericanos, en orden cronológico. Los universales incluyen: Convención sobre el Estatuto 
de los Apátridas (1954), Convención para reducir los casos de Apatridia (1961), Convención 
de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados (1951) y Protocolo sobre el Estatuto de los 
Refugiados de Nueva York de 1967, Convención de Viena sobre Relaciones Consulares 
(1963), Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familias (1990), Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional (2000) y dos de sus protocolos que 
complementan la Convención: a) Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata 
de Personas, especialmente Mujeres y Niños, (conocido como el Protocolo de Palermo) 
y b) Protocolo contra el Tráfi co Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas 
(2007), Convenio 189 de la Organización Internacional del Trabajo sobre el Trabajo Decente 
para las trabajadoras y los trabajadores domésticos (2011). Dentro de los interamericanos 
hemos de señalar los siguientes: Convención Interamericana para prevenir y sancionar la 
tortura (1987), Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer “Convención Belém do Pará” (1994), Convención Interamericana para la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad 
(1999), Convención Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las 
personas mayores (2015).
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los dos Acuerdos clave en la región a nivel del MERCOSUR, en concreto, el 
Acuerdo sobre Residencia para nacionales de los Estados Partes Mercosur 
(2002) y el Acuerdo sobre Residencia para nacionales de los Estados Partes 
del MERCOSUR, Bolivia y Chile (2002).7 También hay que mencionar un 
acuerdo bilateral, en particular, el Acuerdo entre la República Argentina y 
la República Federativa del Brasil para la concesión de residencia perma-
nente a titulares de residencias transitorias o temporarias (2005). Además, 
en el momento en que fue adoptada la Ley de Migraciones, Argentina tenía 
también Acuerdos bilaterales de libre movilidad con Bolivia y Perú, estando 
este último todavía vigente aunque se solape con el contenido del Acuerdo 
Residencia, Bolivia y Chile.

Por otra parte, la Declaración de Cartagena sobre Refugiados (1984) no 
constituye un tratado internacional. Sin embargo, dado que la definición 
ampliada de refugiado está incluida en el Artículo 4(b) de la Ley General 
de Reconocimiento y Protección de Refugiados 26.165 de 8 de noviembre 
de 2006, forma parte del ordenamiento interno argentino. Además de es-
tos instrumentos internacionales de protección de derechos humanos, 
existen otros instrumentos que tienen carácter de “derecho blando” y que 
reconocen a las personas migrantes y refugiadas derechos específicos. 
Los más destacados serían los Pactos globales sobre Migración y sobre 
Refugiados, y las Declaraciones finales de la Conferencia Sudamericana 
de Migraciones, a las que se pueden unir otras Declaraciones tales como 
las que derivan del Proceso de Quito.

Una vez mencionados los numerosos instrumentos que todos los actores 
jurídicos en el país han de tener en cuenta a la hora de determinar el estatus 
jurídico y derechos de una persona no-nacional en concreto, se pueden empe-
zar a enumerar los instrumentos nacionales comenzando por la Constitución 
de 1994, en particular sus artículos 20 y 25. La Ley de Migraciones y su 
Reglamento (Decreto 616/2010) no solo han de situarse jerárquicamente bajo 

7 A estos se añaden los siguientes: Acuerdo sobre Exención de Traducción de Documentos 
Administrativos para Efectos de Inmigración entre los Estados Partes del MERCOSUR 
(2000), Acuerdo contra el tráfi co ilícito de migrantes entre los Estados Partes del 
MERCOSUR (2004), Acuerdo sobre Documentos de Viaje de los Estados Partes del 
MERCOSUR y Estados Asociados (2008) y su Acuerdo modifi catorio del Anexo (2014), 
Acuerdo sobre Documentos de Viaje y de Retorno entre los Estados Partes del MERCOSUR 
y Estados Asociados (2015).
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el paraguas constitucional, sino que han de ponerse en diálogo con otras nor-
mas nacionales, en particular aquellas que tratan el refugio y el acceso a la 
nacionalidad argentina y la prevención de la apatridia.8

Por último, ha de señalarse que el Reglamento de la Ley de Migraciones 
otorga competencia a la Dirección Nacional de Migraciones (DNM) 
(Artículo 107) para adoptar disposiciones, es decir normas procedimenta-
les y aclaratorias, que sean necesarias para la obtención de los objetivos 
de la Ley y del propio Decreto Reglamentario. Como es bien sabido, dicha 
competencia ha sido usada de manera habitual.

Infl uencia de la Ley de Migraciones 25.871 en otros marcos 

legales de la región

Existen tres elementos centrales de la Ley de Migraciones 25.871 que han 
ejercido influencia en otras jurisdicciones, en concreto el derecho subjeti-
vo a pedir la regularización, la incorporación del criterio de nacionalidad 
de un Estado MERCOSUR o Asociado para poder optar a la residencia, y la 
inclusión de un derecho a la migración como esencial e inalienable.

El derecho subjetivo a solicitar la regularización

Ante la situación de un no-nacional en situación administrativa de irre-
gularidad migratoria, los estados pueden optar por enfatizar la expulsión 
o la regularización. A menudo se distinguen dos tipos de procesos de re-
gularización. En primer lugar, están los llamados procedimientos de re-
gularización extraordinarios que se caracterizan por ser puntuales y es-
tar disponibles tan solo durante un periodo concreto. En segundo lugar, 
existen también los mecanismos de regularización que son instrumentos 
permanentes los cuales, a menudo, están consagrados en algún artículo 
de la Ley de Migraciones correspondiente, y que permiten que la persona 

8 Ley 26.165 General de Reconocimiento y Protección al Refugiado (2006), Ley 26.364 
Prevención de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas (2008), Ley 27512, Ley General 
de Reconocimiento y Protección de las Personas Apátridas (2019), Ley de Ciudadanía, Ley 
346 (1869), Decreto Reglamentario sobre Ciudadanía y Naturalización, Decreto Nacional 
3213/1984.
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pueda en cualquier momento solicitar un permiso de residencia si cum-
ple con ciertas condiciones. 

La Ley de Migraciones de Argentina incorporó un mecanismo perma-
nente y novedoso de regularización. A través de este, el individuo obtiene 
un derecho individual de pedir la regularización que lleva aparejada una 
obligación paralela del Estado a considerar dicha solicitud y otorgarla en 
caso de que se cumplan determinadas condiciones (Acosta y Miguel 2022: 
25-29). El artículo 17 establece que el gobierno proveerá lo conducente a la 
adopción e implementación de medidas tendientes a regularizar la situa-
ción migratoria de los no nacionales. Por su parte, y de acuerdo al artículo 
61 de la Ley y el Reglamento (Decreto 616/2010), una vez constatada la 
situación irregular de un migrante, la Dirección Nacional de Migraciones 
está obligada a solicitarle que se regularice y a otorgarle un plazo de entre 
treinta y sesenta días para hacerlo. Durante ese período, los inmigrantes 
pueden invocar una de las categorías del artículo 23 de la ley, por ejem-
plo, tener una oferta de trabajo. Este proceso tiene la ventaja de no estar 
limitado en el tiempo ni por motivos de nacionalidad. Es decir, el Estado 
argentino tiene la obligación legal de informar por escrito a la persona, 
de manera comprensible, de la posibilidad de regularizarse y de las con-
secuencias en caso de no hacerlo, a no ser que la persona haya entrado de 
manera irregular al país, en cuyo caso no se le intima a regularizarse, se-
gún el Artículo 29 de la Ley. Como bien señala la doctrina, es precisamente 
el Artículo 29 el principal problema y límite del mecanismo permanente 
de regularización (Acosta y Freier 2015, 675; Ceriani y Morales 2011, 336).

 La carga de la prueba recae en el migrante, que debe certificar su en-
trada regular, por ejemplo, como turista, antes de solicitar regularizar su 
situación. Evidentemente, esto afecta principalmente a los nacionales de 
países que necesitan un visado para entrar al país. Sin embargo, también 
puede afectar de manera negativa a aquellos que, no necesitando un vi-
sado, no puedan demostrar su entrada regular en el territorio. Además, 
como se señalará más adelante, en el caso de ciudadanos de América del 
Sur, la imposibilidad de optar a la regularización tras entrada clandestina 
es ilegal y contraria a los Acuerdos de Residencia MERCOSUR.

Es indudable en cualquier caso que la Ley 25.871 ha ejercido influencia 
en otras legislaciones en la región que han incorporado un mecanismo 
permanente de regularización similar al argentino. En concreto, podemos 
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destacar las leyes de migraciones de Brasil (2017, art. 50), Uruguay (2008, 
art. 52), Perú (Decreto Legislativo 1350/2017, art. 36), o México (2011, art. 132).

El criterio de nacionalidad de Estado MERCOSUR o asociado

Argentina ratificó con fuerza de ley el Acuerdo de Residencia MERCOSUR 
en el año 2004,9 así como el Acuerdo de Residencia MERCOSUR, Bolivia 
y Chile.10 Hay que destacar también que Argentina incorporó el criterio 
de nacionalidad para obtener la residencia en el Artículo 23 de su propia 
Ley de Migraciones (Alfonso 2012). El criterio de nacionalidad se aplica 
en Argentina a aquellos ciudadanos y ciudadanas de cualquiera de los 
restantes 11 países de América del Sur, con independencia de que dichos 
países (como es el caso de Guyana, Surinam y Venezuela) no hayan ratifi-
cado el Acuerdo de Residencia, Bolivia y Chile, o estén suspendidos en su 
membresía del MERCOSUR, como es el caso de Venezuela (Artículo 23 (l) 
Decreto 616/2010).

Las personas nacionales de los países que se encuentran bajo este cri-
terio tienen el derecho a obtener un permiso de residencia temporal en 
Argentina por dos años. Para ello sólo deben demostrar la carencia de an-
tecedentes penales en los últimos cinco años y su nacionalidad. La perso-
na que obtiene la residencia temporal puede transformarla en permanente 
tras dos años de residencia si acredita medios de vida lícitos que permitan 
su subsistencia y la de su grupo familiar con el que convive (Artículo 5 Ley 
25.903). En el caso argentino, no se piden medios de vida en la práctica 
para obtener la residencia permanente. Ha de señalarse, sin embargo, que 
la Disposición 1488/2010 de la DNM establece que la persona ha de subs-
cribir una declaración jurada en la cual manifiesta que cuenta con medios 
suficientes para su subsistencia en la República Argentina. Las personas 
que obtienen residencia tienen derecho a entrar, salir, circular y permane-
cer en el territorio, igualdad de trato en cuánto a derechos civiles, sociales, 

9 Ley 25.903, Apruébese el Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes 
del Mercosur, suscripto en Brasilia el 6 de diciembre de 2002, 9 de junio de 2004.

10 Ley 25.902, Apruébese el Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del 
Mercosur, Bolivia y Chile, suscripto en Brasilia el 6 de diciembre de 2002, 9 de junio de 2004.



148

DIEGO ACOSTA 

culturales y económicos con los nacionales, así como el derecho a trabajar, 
reunión familiar y otros derechos (Artículo 9 Ley 25.903 y Ley 25.902).

Se han de señalar al menos dos aspectos beneficiosos de haber incluido en 
la Ley de Migraciones el criterio de nacionalidad de un Estado MERCOSUR 
o Asociado como suficiente para obtener la residencia en el país, en línea 
con lo establecido por los Acuerdos de Residencia MERCOSUR. En primer 
lugar, si bien se ha señalado que cualquier actor jurídico que haya de eva-
luar la situación legal de un no-nacional ha de tener siempre en cuenta una 
panoplia de normas internacionales, regionales y domésticas, es loable fa-
cilitarles la tarea a dichos actores mediante la inclusión del criterio de na-
cionalidad en la propia ley. De este modo, se despeja cualquier tipo de duda 
sobre el alcance del trato privilegiado que ha de otorgarse a los ciudadanos 
de América del Sur en línea con los compromisos internacionales adqui-
ridos. De hecho, Argentina ha sido de lejos el país que más residencias ha 
otorgado bajo los Acuerdos del MERCOSUR (OIM 2018: 61). Otros países, 
tales como Uruguay, han seguido el mismo modelo argentino y han inclui-
do una referencia específica a los ciudadanos MERCOSUR y Asociados en 
sus leyes de migraciones (Uruguay, Ley de Migraciones 18.250, Art. 34). Sin 
embargo, en otros casos como el paraguayo, la Ley tan solo hace referen-
cia a que la misma ha de aplicarse en línea con los “tratados, convenios y 
acuerdos internacionales aprobados y ratificados” por el Estado (Ley 6984 
de 2022, Art. 23). Esta falta de claridad puede llevar a errores afectando así a 
la situación jurídica del individuo. 

En segundo lugar, el artículo 23 de la Ley ha permitido que, en Argentina, 
al igual que en Brasil y Uruguay, los nacionales de Venezuela puedan pe-
dir un permiso de residencia bajo el criterio de MERCOSUR. Como conse-
cuencia de esto, Argentina ha podido cumplir con el compromiso adqui-
rido cuando se suspendió a Venezuela en su membresía del MERCOSUR 
de que dicho hecho no produjese “perjuicio alguno al pueblo venezolano”.11 
También ha permitido que, en líneas generales (Penchaszadeh, Nicolao, 
Debandi 2021), los nacionales venezolanos no hayan tenido las mismas 
dificultades para acceder a una residencia en el país como si han tenido 
en otros Estados en América Latina, lo cual ha llevado a que decenas de 

11 Decisión sobre la suspensión de la República Bolivariana de Venezuela en aplicación del 
Protocolo de Ushuaia sobre compromiso democrático en el MERCOSUR, São Paulo, 5 de 
agosto de 2017. 
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miles de ellos se encuentren todavía en situación irregular en sus respec-
tivos destinos (Chaves-González y Delgado 2023).

El derecho a la migración

La enunciación del derecho a migrar, muchas veces elevado a la catego-
ría de derecho humano, ha sido uno de los pilares centrales del discurso 
sudamericano en el siglo XXI. Así, en la declaración de Buenos Aires de la 
Conferencia Sudamericana de Migraciones de agosto de 2013 se mencio-
na lo siguiente: “El derecho humano a la migración y el reconocimiento de 
las personas migrantes como Sujetos de Derecho, debe estar en el centro 
de las políticas migratorias de los países.”12 

El derecho humano a la migración supone una novedad en perspectiva 
comparada internacional dado que el mismo no se encuentra en ningún 
instrumento internacional. Existe el derecho a salir del propio país en 
varios acuerdos internacionales tales como la Declaración Universal de 
Derechos Humanos (artículo 13(2)) o el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (artículo 12(2)). Sin embargo, este derecho a emigrar no 
se ve correspondido por un derecho a inmigrar. 

Argentina fue el primer país en incorporar el derecho a migrar en el 
Artículo 4 de su Ley 25.871 y lo considera “esencial e inalienable de la per-
sona y la República Argentina lo garantiza sobre la base de los principios 
de igualdad y universalidad”. Posteriormente, Uruguay lo ha reconocido 
como “un derecho inalienable de las personas migrantes y sus familiares 
sin perjuicio de su situación migratoria” (Art. 1, Ley 18.250/2008), y Bolivia 
ha garantizado, de manera más cauta, a todas las personas migrantes 
extranjeras el derecho “a la migración sobre la base de los principios de 
igualdad, universalidad y reciprocidad” (Art. 12(II)(1), Ley 370/2013). El 
derecho a migrar también ha sido reconocido en el Artículo 1 del Código 
de Migración de Guatemala (Decreto 44/2016). Por último, en Ecuador su 
Constitución “reconoce a las personas el derecho a migrar” y establece que 
“no se identificará ni se considerará a ningún ser humano como ilegal por 
su condición migratoria” (Art. 40 Constitución de Ecuador de 2008).

12 Declaración de Buenos Aires. Posicionamiento de la Conferencia Suramericana sobre 
Migraciones ante el II Diálogo de Alto Nivel sobre Migración Internacional y Desarrollo de 
Naciones Unidas, Buenos Aires, 28 de Agosto de 2013, párrafo segundo.
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De manera un tanto diferente, Colombia introduce en su Ley sobre po-
lítica integral migratoria de 2021 (Ley 2136), el derecho a la libre movilidad, 
que incluiría no sólo el derecho a salir de un Estado, pero también a entrar 
al mismo. El Salvador (Art. 5(2), Decreto 286 de 2019) y México (Artículo 7, 
Ley de Migración de 2011) también incorporan una referencia similar. 

Es importante señalar que todas estas legislaciones, incluida la argen-
tina, hablan del derecho a migrar sin especificar de manera más detallada 
su contenido. Sobre este particular nos detendremos de nuevo en la si-
guiente sección.

Desafíos y tareas pendientes

En esta última sección se presentan algunos desafíos derivados de la falta 
de estadísticas, de interpretación conjunta y correcta de los varios instru-
mentos legislativos y de desarrollo jurisprudencial. 

La falta de estadísticas

El Pacto Mundial sobre Migración establece claramente como su primer 
objetivo el “recopilar y utilizar datos exactos y desglosados para formular 
políticas con base empírica”. Por desgracia, todavía no existen estadísti-
cas públicas en Argentina sobre algunos procedimientos clave, entre los 
cuales me gustaría mencionar dos. 

En primer lugar, no se cuentan con datos estadísticos del número de 
personas que son conminadas a regularizarse cada año, su nacionalidad, y 
el resultado positivo o negativo de su solicitud de regularización, así como 
los motivos que hayan llevado a dicha decisión. Esta información es esen-
cial no sólo para facilitar la seguridad jurídica de la persona que inicie un 
proceso, sino también para poder medir la utilidad, o no, del Artículo 61 de 
la Ley de Migraciones.

En segundo lugar, si bien sobre el papel Argentina cuenta con una de 
las leyes de nacionalidad más favorables a nivel mundial en lo que se re-
fiere al procedimiento de naturalización, no existen estadísticas públi-
cas sobre este particular. En efecto, el período de residencia necesario es 
de dos años y puede reducirse en algunos casos como por ejemplo estar 
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casado con un nacional (Ley 346 y Decreto 3213/84). Otros requisitos in-
cluyen tener ocupación o medios de subsistencia honestos y no haber sido 
condenado por delito doloso que conlleve pena privativa de libertad ma-
yor de tres años. Además, como bien ha señalado la Corte Suprema, el co-
nocimiento del castellano no supone una exigencia para tramitar la ciu-
dadanía argentina.13 La importancia de este procedimiento reside en que, 
una vez obtenida la nacionalidad argentina, la persona deja obviamente 
de estar sujeta a la Ley de Migraciones. Según datos oficiales obtenidos a 
través de un pedido de información, entre los años 2015 y 2018 se natura-
lizaron una media de 5000 personas por año lo cual supone un porcentaje 
muy bajo respecto de los más de 2 millones de personas no nacionales 
que residen en el país. Sin embargo, no existen datos del número de so-
licitudes totales o de los motivos de denegación. Es necesario por tanto 
seguir indagando sobre los posibles obstáculos de falta de información 
o procedimentales que llevan a que este número sea tan escaso (Courtis 
y Penchaszadeh 2015; Odriozola 2019; ; Debandi, Nicola y Penchaszadeh 
2020).

La necesidad de interpretación conjunta y correcta 

de los diversos instrumentos legislativos

Como se ha mencionado anteriormente, el Artículo 29 (i) de la Ley esta-
blece que el “intentar ingresar o haber ingresado al Territorio Nacional 
eludiendo el control migratorio o por lugar o en horario no habilitados 
al efecto” es una causa impediente de la permanencia en Argentina. La 
Corte Suprema de Justicia de la Nación confirmó dicho particular en su 
sentencia en el caso Huang el 7 de diciembre de 2021 (Odriozola 2022).14 
Sin embargo, como ya ha sido explicado por este autor en otros trabajos 
(Acosta y Odriozola 2022; Acosta y Miguel 2022), el artículo 29 (i) de la 
Ley de Migraciones 25.871, leído de manera conjunta con el Artículo 61 
del reglamento de dicha ley (Decreto 616/2010) no puede ser aplicado a 
los ciudadanos que ostenten la nacionalidad de uno de los restantes 11 
países de América del Sur, aunque los mismos hayan entrado al país 

13 Caso Liu Cairong, Corte Suprema Argentina, febrero de 2020.

14 Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN), “Huang”, rta. 7 de diciembre de 2021.
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irregularmente. Esto implica que cualquiera de esas personas puede so-
licitar un permiso temporal y obtener residencia en Argentina, si cumple 
las condiciones establecidas en el artículo 4 de los Acuerdos de residen-
cia MERCOSUR, los cuales han sido aprobados en Argentina mediante 
las leyes 25.903 y 25.902, respectivamente. Esto es así porque, dada la je-
rarquía de normas que rige en Argentina, cualquier contradicción entre 
las Leyes 25.902 y 25.903, respecto de la Ley de Migraciones 25.871, ha de 
resolverse aplicando las primeras. Dado que los Acuerdos de Residencia 
MERCOSUR no incluyen entre sus condiciones para obtener una residen-
cia el haber entrado de manera regular al territorio de otro Estado, dicha 
requisito no puede pedirse de manera unilateral por parte de la adminis-
tración argentina. 

En apoyo de esta tesis, se pueden comparar los textos de los Acuerdos 
de Residencia MERCOSUR con el Acuerdo bilateral con Brasil para la con-
cesión de residencia permanente a titulares de residencias transitorias o 
temporarias, aprobado en Argentina por la ley 26.240. Dicho Acuerdo per-
mite a los nacionales de Brasil acceder directamente a una residencia per-
manente sin necesitar primero contar con una temporal15. Sin embargo, 
su artículo 2 es inequívoco al establecer que “los nacionales de una Parte 
que hubiesen ingresado al territorio de la otra Parte como clandestinos 
solamente podrán solicitar los beneficios del presente Acuerdo después 
de salir del territorio del país de recepción y reingresar regularmente.” 
Asimismo, el artículo 3 incluye entre los documentos requeridos para pe-
dir una residencia permanente el “comprobante de ingreso en territorio de 
las Partes”. Por lo tanto, un nacional de Brasil que haya entrado de mane-
ra clandestina a la República Argentina no podrá obtener una residencia 
permanente de manera directa de acuerdo a la ley 26.240, pero si podrá 
obtener una temporal de acuerdo a la ley 25.903. 

La correcta lectura conjunta de los diferentes instrumentos también 
afecta a otros aspectos claves, tales como el acceso a ciertos derechos en 
igualdad de trato con los nacionales (Acosta y Miguel 2022). Por tanto, 
todos los actores jurídicos tienen que usar de manera correcta, y colocar 

15 Acuerdo entre la República Argentina y la República Federativa del Brasil para la concesión 
de residencia permanente a titulares de residencias transitorias o temporarias, Puerto Iguazú, 
30 de noviembre de 2005, aprobado en Argentina por la ley Nº 26.240 del 11 de abril de 2007.
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en su orden jerárquico establecido por la propia Constitución, las diversas 
normas que regulan la situación de los no-nacionales en el territorio. 

La necesidad de mayor desarrollo jurisprudencial

Veinte años después de la adopción de la Ley de Migraciones 25.871 exis-
ten todavía interrogantes importantes sobre la correcta interpretación de 
alguna de sus disposiciones más celebradas. En concreto, si bien la incor-
poración de un derecho a la migración ha sido elogiada tanto por la acade-
mia (Giustiniani 2004) como por el Comité de Trabajadores Migrantes de 
Naciones Unidas,16 no hay ninguna mención al mismo en ninguna senten-
cia de la Corte Suprema de Argentina o de algún tribunal inferior.

Por tanto, y como ya han señalado otros (Feddersen, Pascual y 
Rodríguez-Atero 2022), se requiere todavía un mayor esfuerzo doctrinal y 
jurisprudencial para entender mejor el alcance y límites de dicho derecho. 
Para llevar a cabo este ejercicio se podrían tomar dos puntos de partida. 
El primero sería el informe del Comité de Trabajadores Migrantes sobre 
Uruguay de 2013, el cual señala que:

El ‘derecho a migrar’ indica la independencia conceptual existente en-

tre la situación migratoria de un extranjero y su condición de ser hu-

mano, que se encuentra diametralmente por encima de cualquier otra 

condición: esto significa que la dignidad del ser humano, sustentada 

en la garantía indiscutible del ejercicio de sus derechos fundamenta-

les, no debe ni puede coartarse por la irregularidad de su ingreso o per-

manencia en el territorio uruguayo”.17 

En segundo lugar, la jurisprudencia que está elaborando el Tribunal 
Constitucional de Ecuador sobre el derecho a migrar puede servir de punto 

16 Véase Observaciones fi nales sobre el informe inicial de Uruguay, CMW/C/URY/CO/1, 
2 de mayo del 2014; Observaciones fi nales sobre el informe inicial de Argentina, CMW/C/
ARG/CO/1, 2 de noviembre de 2011; Observaciones fi nales sobre el segundo informe de 
Ecuador, CMW/C/ECU/CO/2, 15 de diciembre de 2010.

17 Informe inicial de Uruguay, 30 de enero de 2013, CMW/C/URY/1. 
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de partida para seguir dotando de contenido al mismo.18 El análisis de estas 
sentencias es imperativo, pero va más allá del objetivo de este capítulo.
Conclusión

La adopción de la Ley de Migraciones 25.871 el 17 de diciembre de 2003 
supuso un importante hito con repercusiones más allá del estado argen-
tino. Veinte años después de su entrada en vigor, resulta indudable la im-
portancia que ha tenido en otros ordenamientos jurídicos de la región, 
aunque no de fuera de América Latina. Se pueden destacar tres desafíos 
para el futuro. En primer lugar, existe todavía la necesidad de que todos 
los actores jurídicos (administración, tribunales, abogados y otros) usen 
en toda su extensión y de manera correcta los diversos instrumentos jurí-
dicos aplicables a la situación de un no-nacional en concreto. En segundo 
lugar, es imperativo seguir profundizando en la interpretación de algunos 
conceptos claves, tales como el derecho a la migración, dado que la Ley se 
trata de un instrumento vivo que debe seguir adaptándose a los desarro-
llos jurisprudenciales a nivel internacional y regional. Por último, convie-
ne hacer un mayor esfuerzo a la hora de recopilar datos estadísticos, en 
línea con lo establecido en el primer objetivo del Pacto Mundial para las 
migraciones, para poder analizar de manera empírica y con mayor cono-
cimiento algunos de los efectos de los derechos más interesantes y nove-
dosos en la Ley, tales como el derecho subjetivo a iniciar una petición de 
proceso de regularización.
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